Carátula 


COMISIÓN DE HACIENDA 


(Sesión celebrada el 9 de mayo de 2019). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:09). 


—La Comisión de Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir a las representantes de la 
Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia del Ministerio de Economía y Finanzas: doctora 
Natalia Jull, economista Luciana Macedo y doctora Alejandra Giuffra, quienes nos harán conocer su 
opinión sobre el proyecto de ley que tenemos a estudio. 


SEÑORA JULL.- Buenos días. Ante todo, queremos agradecer esta convocatoria porque estamos 
absolutamente convencidas de que la propuesta de reforma a la ley que nos compete aportará valor y 
eficiencia a los mercados y generará bienestar a los actuales y futuros consumidores. 


Creemos en estas instancias de intercambio para poder evacuar todas las inquietudes que 
surjan a partir de lo que se está presentando. 


Como podrán observar, la propuesta de mejora se basa en dos grandes temáticas: la primera 
de ellas tiene que ver con la descripción de las conductas anticompetitivas y, la segunda, refiere a la 
autorización de las concentraciones económicas. Cabe agregar que está alineada con las mejores 
prácticas internacionales. 


Pasamos a detallarla. 


En primer lugar, se plantea la modificación del artículo 4.* de la ley, que describe las 
conductas anticompetitivas. Estaríamos incorporando un artículo 4. bis donde se describen las 
conductas más nocivas hacia el mercado y los consumidores. En la literatura se los llama «cárteles de 
núcleo duro» y son los acuerdos horizontales entre competidores como, por ejemplo, la fijación de 
precios. 


Y La segunda propuesta refiere a la potestad que podrá tener la comisión con respecto a las 
concentraciones económicas para autorizar, someter a condicionamientos o rechazar la concentración 
que se presenta, superados determinados umbrales establecidos en la ley. 


Básicamente, esos son los dos temas que se pusieron en consideración. 


Con respecto al artículo 4.”, quiero señalar que la descripción que se hace en la primera 
parte del texto es a modo enunciativo, y la que se hace en la segunda es estrictamente taxativo. Son 
esas y nada más. A su vez, se eliminaron de este artículo consideraciones subjetivas como 
«injustificadamente», «abusivamente», que no aportaban a su interpretación. 


No sé si los señores senadores tienen alguna pregunta para formularnos. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Buenos días. Fui quien pidió la concurrencia de ustedes a esta 
comisión, en virtud de las aseveraciones que hicieron algunos representantes de organizaciones — 
sobre todo de índole patronal—, como las del doctor Mailhos, de la Cámara Nacional de Comercio y 
Servicios del Uruguay, a quien conozco desde hace mucho tiempo. 


Por tanto, me gustaría que ampliaran la visión del Gobierno, o de la oficina respectiva, a los 
efectos de ahondar en el proyecto de ley. Obviamente, soy senador del Gobierno, pero necesitaría un 
poco más de argumentación al respecto, lo que será algo muy bueno ya que en la sesión todo esto 
será discutido en profundidad. 


En concreto, me gustaría conocer su opinión sobre lo expresado por el doctor Mailhos en la 
versión taquigráfica que les remitimos. 


SEÑORA JULL.- ¿Su consulta es respecto a la intervención en general? 
SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Exactamente. 


SEÑORA GIUFFRA.- En lo que hace al artículo 4.” se plantea mantener el literal E); en realidad, ese 
literal pasa a ser, ahora, una de las prácticas prohibidas per se. Estas prácticas, llamadas «de núcleo 
duro», son las más dañinas para el mercado. Por lo tanto, el literal no fue eliminado, sino que pasa al 
artículo 4.” BIS, que son las prácticas prohibidas per se. Es la primera observación que veo y entiendo 
que refiere simplemente a eso. 


Luego propone que se ordenen, en el artículo 4.*, las prácticas prohibidas, clasificándolas en 
horizontales y verticales. En el mismo artículo se mantuvo la enunciación —me refiero a este proyecto— 
en el entendido de que es un listado enunciativo, simplemente a los efectos ilustrativos de nuestros 
operadores; por lo tanto, no entendemos necesario hacer esa discriminación. 


SEÑORA MACEDO.- Con respecto al tema de las conductas, si bien en la ley no están clasificadas 
como horizontales o verticales, en nuestra comisión estamos trabajando en una reglamentación, un 
lineamiento con respecto al tema de las sanciones —nos sirve para nuestro trabajo- y allí sí 
clasificamos las conductas según sean horizontales o verticales, aunque vale aclarar que hay distintas 
formas de clasificar las conductas anticompetitivas. 


A la hora de sancionar —y uno esto al tema de las sanciones porque vi que había algún 
cuestionamiento al respecto—, obviamente se considera la gravedad de las conductas y la sanción está 
ligada a esto, entre otras cosas que también se consideran. De modo que, reitero, en la comisión 
estamos trabajando en esto, como una reglamentación interna. 


SEÑORA JULL.- También se hace una observación respecto a la autorización de concentración 
económica. En este sentido, quiero manifestar que las mejores prácticas internacionales hablan de que 
la autoridad de competencia debe tener la potestad de autorizar, negar o someter a condicionamientos 
las concentraciones económicas, teniendo en cuenta que el fin de nuestra ley es el bienestar de los 
futuros y actuales consumidores. Es decir, estas concentraciones económicas pueden llegar a 
distorsionar de alguna manera el mercado y, en ese caso, es fundamental que el Estado tenga la 
potestad de regulación. Por lo tanto, no vamos a contramano del mundo con respecto a esta 
modificación. 


SEÑORA MACEDO.- Con respecto al nivel de las sanciones —que era otro de los temas planteados por 
la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay-—, nosotros estamos convencidos de que las 
multas deben ser altas y, en ese sentido, nos encontramos en línea con las prácticas internacionales. 
En realidad, discrepo con los comentarios de Mailhos porque en el mundo se está avanzando en que 
las sanciones sean más fuertes. De hecho, deben tener un efecto disuasivo, y si no son altas, las 
empresas que están llevando a cabo prácticas anticompetitivas no tienen incentivo para modificar sus 
conductas, simplemente pagan la multa y siguen con la misma práctica. 


En definitiva, no hemos propuesto modificación alguna con respecto a los montos, pero 
creemos que en el mundo se está yendo hacia multas más altas. Por lo tanto, no estamos para nada 
de acuerdo con la propuesta de bajar la multa al 1 % de la facturación de las empresas. 


SEÑORA JULL.- Quiero hacer un aporte con respecto al monto de las multas. 


Evidentemente, no podemos considerar que las empresas asuman la multa como un costo 
más de su propia operativa. Justamente es eso lo que queremos evitar; dentro de la empresa debe 
existir el efecto disuasivo. 


Además, contamos con el instituto de la clemencia que es el del delator, a partir del cual una 
persona cuenta con atenuantes si, dada una investigación administrativa con respecto a una práctica 
anticompetitiva, denuncia la situación ante la comisión. 


Por esos dos aspectos, el disuasivo y el de la posibilidad de aportar a la comisión elementos 
importantes en instancias de una investigación, no compartimos el criterio de bajar el monto de las 
multas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La posibilidad de que se le baje la sanción a la persona que aporte 
información, ¿está legislada? 


SEÑORA MACEDO.- Sí, señor senador, es ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Qué bien! 


SEÑORA MACEDO.- Aplica para el caso de colusión, no es para cualquier conducta anticompetitiva. Si 
una empresa formó parte de una colusión, puede contar con ese beneficio si denuncia la información y 
aporta elementos de prueba. De hecho, estamos investigando un caso en el que un delator que quedó 
exonerado de la sanción porque nos aportó información y nos permitió sancionar a las empresas que 
formaban parte del acuerdo colusorio, tal como está previsto. 


Me gustaría referirme a la presunción de culpabilidad, al que también se refirió la Cámara 
Nacional de Comercios y Servicios. 


Para la investigación de las conductas anticompetitivas siempre existe una presunción de 
inocencia. El artículo 14 de la ley actual prevé el deber de colaboración con la Comisión de Promoción 
y Defensa de la Competencia. Los organismos en general tienen el deber de colaborar cuando se 
solicita información. El único caso en el que se prevé la presunción de culpabilidad es cuando la 
empresa que estamos investigando como presunta infractora se opone a colaborar y no brinda la 
información. Si bien existe ese deber de colaboración y está prevista la sanción o multa si no se 
colabora con nuestra comisión, lo cierto es que sin información no podemos investigar. Entonces, en el 
caso de que el presunto infractor nos niegue la información, la herramienta con la que contamos es que 
ese proceder opere como presunción simple en su contra. 


SEÑORA GIUFFRA.- Esa presunción, además, es muy importante para nosotros porque la información 
con la que cuenta el presunto infractor es muy sensible y, en muchos casos, está únicamente bajo su 
tutela y protección, por lo que es muy difícil poder obtenerla si se niega a aportarla. 


Por otra parte, infractores que han colaborado han sido tenidos en cuenta al momento de la 
aplicación de la sanción, por lo que ese deber de colaboración tiene dos caras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda da la bienvenida a los representantes del Ministerio 
de Economía y Finanzas, doctores Marcos Álvarez y Malena Díaz, quienes acaban de sumarse a esta 
reunión. 


Supongo que cuando quienes hoy nos visitan fueron citados por el señor senador Martínez 
Huelmo —en momentos en que se encontraban en la etapa de elaboración de este proyecto de ley-, el 
objetivo era que hicieran algunos comentarios sobre los aportes de las distintas visitas, lo que veo que 
han estudiado muy bien. Recuerdo que alguien dijo —no recuerdo quien— que para que pudieran 
aplicarse las sanciones, lo relativo a las 600.000 Ul debería dividirse en más de 400.000 Ul para una 
empresa y más de 200.000 para otra. Desconozco si eso está bien o mal. 


SEÑORA MACEDO.- En realidad, eso no lo modificamos. Lo que propusimos, obviamente, fue avanzar 
en el tema del control de las concentraciones económicas, que nos parece que es una herramienta 
fundamental. Hasta ahora tenemos la potestad sobre lo que son las conductas pero no sobre la 
estructura del mercado y, evidentemente, esa estructura está ligada a la posibilidad de llevar a cabo 
prácticas anticompetitivas. Cuanto más concentrado está un mercado, hay mayores posibilidades de 
que existan conductas anticompetitivas y por eso planteamos esta modificación. 


Con respecto al umbral debo decir que, en principio, mantuvimos el previsto en la normativa 
y, luego, hubo una propuesta —que acompañamos- de reducirlo. Lo que no acompañamos es esa idea 
de tener en cuenta la facturación de cada una de las empresas porque —como hemos visto, además, 
con el avance del mundo y con la digitalización de la economía— el tema no pasa tanto por ese 
aspecto. Hay empresas que tal vez no tengan una facturación muy elevada pero que son claves para 
distorsionar o eliminar la competencia en un mercado. Ahora, con todo el tema de la tecnología y la 


digitalización de la economía hay empresas que, repito, tal vez no tengan una gran facturación pero 
son sumamente importantes en cuanto a la competencia. 


Entonces, no creemos que sea conveniente tener en cuenta la facturación de cada empresa. 
Puede suceder que una empresa grande y con una facturación elevada que supera el umbral 
estipulado, esté adquiriendo, por ejemplo, a una empresa pequeña que no tiene mucha facturación; 
esto, para nosotros, de todas maneras puede ser sumamente importante porque la empresa grande 
puede estar eliminando la posibilidad de que haya competencia en ese mercado. Pensamos que esos 
casos deben estar sometidos a la autorización de la comisión que, obviamente, estudiará el caso, hará 
el análisis correspondiente, verá los posibles efectos de esa concentración y, entonces, la autorizará o 
la condicionará. En definitiva, creemos que estas situaciones deben pasar por ese análisis. 


SEÑORA AYALA.- Quiero formular dos consultas. Respecto a la primera de ellas, confieso que tengo 
mi propia opinión pero quiero saber la de nuestros invitados; quizás ya la dieron y no la escuché 
porque me distraje en algún momento. 


En el artículo 5.%, que modifica al artículo 8.%, en el literal d) se plantea, a propuesta de 
Martínez Blanco, la posibilidad de que la redacción quedara hasta la palabra «concurso» y eliminar lo 
que sigue: «siempre que en el proceso licitatorio se haya presentado un único oferente». Quisiera 
saber la opinión de nuestros invitados al respecto. 


Por otra parte, con respecto al artículo 27 —que no está en el proyecto de ley de modificación—, 
el doctor Thomasset plantea que genera incertidumbre porque no queda claro a qué mercado y a qué 
autoridad se refiere. En el texto aparece la expresión: «tales como Banco Central del Uruguay, la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua» y demás. Entonces, quiero saber también la 
opinión de nuestros invitados al respecto, más allá de que este artículo no esté en cuestión en el 
proyecto de ley de modificación. 


SEÑORA JULL.- Con respecto a la incorporación del literal d) del artículo 8.*, debo decir que el espíritu 
fue armonizar las disposiciones de la nueva ley concursal con la ley de defensa de la competencia. 
Apuntamos a que las empresas que tuvieran un único oferente estuvieran desligadas de la posibilidad 
de pedir la autorización a la autoridad de competencia; me refiero, repito, a si existía un único oferente 
en la licitación. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- La doctora Díaz y mi persona, en calidad de asesores del Ministerio de Economía 
y Finanzas, fuimos mandatados para responder la pregunta específica de la señora senadora. 


En el día de ayer tuvimos oportunidad de leer las versiones taquigráficas que la comisión 
habría tenido a la vista —tanto de las palabras vertidas por algunos de sus miembros como de algún 
distinguido colega invitado— y queremos aclarar que el Poder Ejecutivo envió un proyecto de ley en el 
que no hacía referencia al artículo 27, no por olvido sino por una expresa decisión política. Fue una 
opción tomada en forma totalmente consciente, pero no porque en el Ministerio de Economía y 
Finanzas no se haya analizado algún problema interpretativo que efectivamente generó dicho artículo, 
sino porque se entendió que no era el momento de introducir modificaciones. En efecto, tal como se 
desprende de las versiones taquigráficas, hubo alguna dificultad de interpretación con la aplicación del 
artículo 27 de la Ley n.” 18159; en nombre del Ministerio de Economía y Finanzas me tocó participar de 
una contienda de competencia administrativa —así se dio entre la comisión, aquí presente, y la 
Dirección Nacional de Loterías y Quinielas— para dilucidar cuál era el órgano competente para entender 
en una investigación que, si mal no recuerdo, se planteó con relación a una banca de quinielas. Y en 
esa ocasión el Poder Ejecutivo resolvió esa contienda de competencia a favor de la Dirección Nacional 
de Loterías y Quinielas. 


Entonces, ratifico que hay una jurisprudencia administrativa que el Poder Ejecutivo quiso 
mantener —por lo menos, por ese momento-— y, en todo caso, para el futuro podría buscarse una 
solución que evite consecuencias de índole interpretativa. 


No obstante, quiero dejar constancia de que en alguna de las versiones taquigráficas se hizo 
un crítica a la frase «tales como» y se propuso eliminarla, como si esa fuera la solución. Pero no lo 
hicimos porque, justamente, creemos que no es la solución. Es más, personalmente, entiendo que 
puede ser peor la enmienda que el soneto. Tan así es que en las versiones taquigráficas se ejemplifica 
con la Dinacia, con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y con el juego. Ahora bien, si 
quitáramos del artículo 27 la frase «tales como» convertiríamos en taxativos los pocos ejemplos que 


allí figuran, que —reitero— son tres, y no indicativos. Esto significa que la totalidad del mercado —sin 
excepciones— pasaría a estar regulado por el organismo con el mensaje implícito de que se busca la 
libre competencia. Pero —¡atención!- no todos los mercados son necesariamente objeto de libre 
competencia; y estoy pensando en el juego. 


Tanto el juego como las apuestas son actividades monopólicas del Estado desde 1882 — 
durante el período de gobierno de Máximo Santos—, y sigue siéndolo, pero recientemente, en la 
rendición de cuentas del año 2016 —Ley n.* 19535 este Parlamento ratificó, mediante el artículo 244, 
el principio de ilegalidad del juego. 


En definitiva, hace un tiempo el Ministerio de Economía y Finanzas envió un proyecto de ley 
orgánico con la pretensión de regular la actividad del juego en su totalidad, intentando dar solución a 
algunos de los problemas que se han planteado en el mercado, como el de las máquinas que están 
proliferando en la ciudad. A ese respecto, el ministerio pregunta, modestamente: ¿queremos libre 
concurrencia en el juego? ¿Es un valor la libre competencia en el juego? Parecería que no. ¿Quiero 
que aumente la oferta o que baje el precio, que es la lógica económica para que haya más juego? Y 
esto lo transporto al mercado del cannabis, si es que puede hablarse de un mercado del cannabis. 
¿Qué queremos decir con estos ejemplos? La libre concurrencia, la competencia, la alta función 
económica, política y administrativa que desarrolla la comisión que aquí está presente tiene, 
evidentemente, un valor y una trascendencia indiscutible. Pero la totalidad de los mercados no 
necesariamente están librados a la libre competencia. Tenemos monopolios estatales y vicios sociales. 
Históricamente el Estado en el Uruguay, como política de Estado, ha optado por 
apropiárselos —justamente por eso, porque son vicios sociales— para que no queden en 
manos de los particulares y, por tanto, la libre concurrencia no es un valor absoluto. Ustedes disculpen 
la extensión. 


La mera eliminación de la frase «tales como» conduce a una interpretación peor. Es por eso 
que en ese momento el Poder Ejecutivo valoró y excluyó toda modificación que en esa coyuntura se 
entendió apresurada acerca de la modificación del artículo 27, lo que no significa que en el futuro se 
pueda plantear alguna otra solución por vía de hacer ejemplos taxativos, como tiene la ley de lavado de 
activos —estoy recordando—, que establece un listado de sectores de la economía en el que podrían 
estar incluidos o excluidos expresamente de este órgano tan importante. Alguien decía que 
consideraba prudente la eliminación de la frase «tales como»; el Poder Ejecutivo, por decisión política, 
entendió no prudente eliminar esa frase. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑORA JULL.- Quiero hacer una puntualización, una corrección, con relación a lo que le dije 
anteriormente a la senadora Ayala en el sentido de que había hablado de licitación, y es concurso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos casos tienen ustedes de denuncia de violación a la libre 
competencia y en cuántos hay sanciones? 


SEÑORA JULL.- Con respecto a las concentraciones económicas, con el umbral establecido en la ley, 
aproximadamente tenemos entre seis y ocho presentaciones de notificaciones porque, como ustedes 
saben, hasta ahora nos notifican, y con eso la comisión cuenta con un insumo para poder seguir ese 
mercado. Es por eso que creemos firmemente en esta reforma, en la posibilidad de que de ahora en 
adelante, una vez sancionada esta propuesta, podamos autorizar las concentraciones. Más o menos 
son seis u ocho. 


Y en cuanto a las denuncias, son aproximadamente treinta denuncias anuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y cuántas creen ustedes que son válidas y, por lo tanto, tienen alguna 
sanción o alguna resolución? 


SEÑORA JULL.- Nosotros remitimos un material a la senadora Moreira, quien preguntó con respecto 
al tema de las sanciones. Hay algunas multas que fueron más firmes dentro de la comisión. 


SEÑORA MACEDO.- Sanciones por año hay una o dos. A veces hay recomendaciones. Pero 
sanciones con multa hay muy pocas. Siempre tenemos el trabajo de probar las conductas. 


SEÑORA GIUFFRA.- Tenemos algunas otras formas de actuación, que son las investigaciones de 
oficio o las medidas preparatorias, y en muchos casos lo que emitimos son recomendaciones, porque 
la defensa de la competencia tiene dos grandes áreas. Por un lado, hay un tema sancionatorio, de 
política sancionatoria, pero, por otro, hay un tema de promoción de la competencia. Esa tarea para 
nosotros también es muy interesante y muy importante desarrollarla a los efectos de que el mercado 
conozca la norma. 


SEÑORA MACEDO.- Lo que buscamos es que los mercados sean más competitivos, porque, en 
general, la libre competencia es beneficiosa para el bienestar de la sociedad y de los consumidores. Sí 
quiero aclarar que, en el caso de que haya monopolio, la propia norma los exime de la aplicación de la 
ley de defensa de la competencia. Cuando hay una ley por razones de interés general, están eximidos 
de la libre competencia. 


SEÑORA AYALA.- Simplemente quiero hacer un comentario. Como se ha dicho, no se cobra multa en 
determinados casos y, de hecho, son menores las oportunidades en que se cobra. La mayoría de las 
veces ustedes realizan recomendaciones o sugerencias para no llegar a otro nivel. 


SEÑORA GIUFFRA.- Quiero aclarar que las sanciones son menores en cuanto al monto que se aplica; 
de lo que hablábamos nosotros es del número de sanciones aplicadas a lo largo del año. 


SEÑORA JULL.- En definitiva, como dijeron la doctora Giuffra y la economista Macedo, nuestro 
organismo no solo trata de defender la competencia, sino también promoverla. En una agencia como la 
nuestra, consideramos que la promoción es muy importante, no solo la sanción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie más desea hacer uso de la palabra, agradecemos la presencia de los 
representantes de la Comisión de Promoción y Defensa de la Competencia del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 10:44). 
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